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PROCESADO: CZG
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El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
ESTAFA / ELEMENTOS QUE INTEGRAN ESTE HECHO PUNIBLE / VENDEDORA DE TELÉFONOS CELULARES / VALORACIÓN PROBATORIA / NO PROBÓ LA FISCALÍA LA EXISTENCIA DEL DELITO NI LA RESPONSABILIDAD DE LA ACUSADA.
De conformidad con lo preceptuado por el artículo 381 de la Ley 906/04, para proferir una sentencia de condena es indispensable que al juzgador llegue el conocimiento más allá de toda duda, no solo respecto de la existencia de la conducta punible atribuida, sino también acerca de la responsabilidad de las personas involucradas, y que tengan soporte en las pruebas legal y oportunamente aportadas en el juicio.

Como se dijo, la razón que motiva el examen de la sentencia absolutoria dictada por el funcionario de primer grado a favor de la señora CZG, no es otra que determinar si en los hechos en los que al parecer fue víctima la señora YULIETH GAVIRIA LESCANO le asiste compromiso a la acusada, como lo indica la Fiscalía en su condición de sujeto recurrente; o si, como se extrae de lo plasmado por el a quo en el fallo confutado, el órgano persecutor no cumplió su cometido por cuanto la prueba arrimada fue insuficiente para demostrar no solo la ocurrencia del hecho sino también la responsabilidad de la procesada en el mismo.

Antes de ingresar en el estudio del presente asunto, debemos comenzar por señalar que desde antaño, la Sala de Casación Penal se ha pronunciado en torno a los elementos que agotan el punible de estafa…
“Es esencial para la comisión del delito de estafa que el provecho ilícito con el correspondiente perjuicio de otro sea obtenido por medio de artificios o engaños que induzcan a la víctima en el error. En reciente providencia la Corte ha precisado los siguientes elementos como estructurales del delito de estafa: “a) Despliegue de un artificio o engaño dirigido a suscitar error en la víctima; b) Error o juicio falso de quien sufre el engaño, determinado por el ardid; c) Obtención, por ese medio, de un provecho ilícito; d) Perjuicio correlativo de otro, y e) Sucesión causal entre el artificio o engaño y el error, y entre éste y el provecho injusto  que refluye en daño patrimonial ajeno”. (…)
Como quiera… que la prueba arrimada al juicio oral, no permite determinar más allá de toda duda razonable la existencia de la conducta punible, ni mucho menos la responsabilidad que le asiste a la acusada, no le queda a la Sala alternativa diferente a la de acompañar la decisión absolutoria proferida por el funcionario de primer nivel.
                                                                                        REPÚBLICA DE COLOMBIA

                                                                                                  PEREIRA-RISARALDA

[image: image1.png]


                                                                                                       RAMA JUDICIAL
TRIBUNAL SUPERIOR DE PEREIRA
SALA de decisión PENAL
Magistrado Ponente

 JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

    Pereira, siete (07) de mayo dos mil diecinueve (2019)
  ACTA DE APROBACIÓN No 426
  SEGUNDA INSTANCIA

	Fecha y hora de lectura: 
	Mayo 09 de 2019.  9:01 a.m.

	Acusada: 
	CZG

	Cédula de ciudadanía:
	42.146.144 de Pereira (Rda.)

	Delito:
	Estafa en concurso homogéneo y sucesivo.

	Víctima:
	Yulieth Gaviria Lescano y Alejandro Pérez Saldarriaga

	Procedencia:
	Juzgado Segundo Penal Municipal con función de conocimiento de Pereira (Rda.)

	Asunto:
	Decide apelación interpuesta por la Fiscalía  contra la sentencia absolutoria de fecha febrero 22 de 2019. SE CONFIRMA.


El Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira pronuncia la sentencia en los siguientes términos:

1.- hechos Y precedentes

La situación fáctica jurídicamente relevante y la actuación procesal esencial para la decisión a tomar, se pueden sintetizar así:

1.1.- Los hechos fueron dados a conocer mediante querella formulada por YULIETH GARCÍA LESCANO y ALEJANDRO PÉREZ SALDARRIAGA en octubre 12 de 2016, donde  dan  cuenta  que  le adquirieron a la señora MARÍA CAROLINA OCHOA ZAPATA, quien se identificó como vendedora de la empresa de telefonía “Claro”, unos equipos de comunicación -la primera un iphone por la suma de $650.000.oo y el segundo tres celulares por un costo de $900.000.oo-, sin que cumpliera con el plazo de entrega acordado al aducir que las existencias físicas se habían agotado y no había disponibilidad, por lo cual suscribió una letra de cambio. No obstante, luego que los afectados se dieran a la tarea de ubicarla, se percataron que su nombre real era CZG y que no laboraba en la mencionada empresa.

1.2.- Como consecuencia de lo anterior y una vez desarrollado el programa metodológico de investigación, a instancias de la Fiscalía se llevaron a cabo las audiencias preliminares ante el Juzgado Séptimo Penal Municipal con función de control de garantías de Pereira (diciembre 30 de 2015), por medio de las cuales se declaró como persona ausente a la señora CZG, y por intermedio de su defensor público se le formuló imputación en calidad de autora y a título de dolo, de la conducta de estafa en concurso homogéneo y sucesivo, de conformidad con lo plasmado en el artículo 246 C.P. 

1.3.- La Fiscalía presentó formal escrito de acusación (enero 13 de 2017) en contra de la antes señalada, cuyo conocimiento correspondió al Juzgado Segundo Penal Municipal de Pereira, autoridad que convocó para las audiencias de formulación de acusación (junio 28 de 2017), preparatoria (junio 28 de 2018), y juicio oral (enero 29 de 2019) al cabo del cual se emitió un sentido de fallo de carácter absolutorio, y en  febrero 22 de 2019 se profirió la respectiva sentencia.

Para llegar a la anterior determinación, el a quo, luego de hacer alusión a jurisprudencia de la Sala de Casación Penal y de la doctrina especializada, así como del análisis de lo referido por la víctima YULIETH GAVIRIA, adujo que lo expuesto por la misma carece de sustento alguno, no solo de la responsabilidad de la acusada, sino de la existencia del ilícito. Y no obstante que obra un reconocimiento fotográfico, ello per se no es indicativo de la comisión de un delito, en tanto no hay pruebas en conjunto que acrediten su existencia o las que obran son insuficientes.

La letra de cambio donde supuestamente figura el pseudónimo que la acusada utilizó, no fue sometido a dictamen grafológico para establecer su autoría, y tal documento en sí no es prueba suficiente para que se configure la ilicitud. Además, las imágenes aportadas como conversaciones de Whatsapp no fueron introducidas con un funcionario idóneo para dar fe de dónde se obtuvieron las mismas, ni se estableció que el móvil de donde se generaron pertenecía a la acusada, a consecuencia de lo cual no se cumplen las exigencias que tales documentos comportan, de conformidad con la Ley 527/99. De ese modo, los pantallazos impresos presentados en un proceso judicial no serían tenidos en cuenta como mensajes de datos, y por ende perderían la presunción de autenticidad inserta en el canon 244 C.G.P. De igual modo, las fotos allegadas se obtuvieron de redes sociales que el público puede consultar y estas por sí solas no dan cuenta de la comisión de algún delito. 
Considera por tanto que con la prueba arrimada por la Fiscalía no se logró demostrar la ocurrencia del hecho delictivo ni el compromiso de la procesada en el mismo, por cuanto: (i) no se acreditó si la acusada laboraba o no en la empresa “Claro”; (ii) los mensajes vía whatsapp allegados carecen de valor probatorio; (iii) no se probó la existencia de contratos de venta, ni se aportó factura o documento que diera cuenta de la transacción, y por ende mucho menos la obtención de un provecho ilícito, ni el daño o perjuicio para el engañado. 
No obra prueba de los hechos narrados por la víctima, salvo una presunta falsedad en los documentos presuntamente aportados por la acusada, lo que comportaría otra ilicitud distinta a una estafa. Así las cosas, al estimar que la Fiscalía no acreditó los requisitos para emitir un fallo adverso en contra de la señora CZG, procedió a su absolución.
1.4.- El fiscal no estuvo conforme con tal determinación y manifestó que interpondría recurso de apelación por escrito.
2.- Debate
2.1.- Fiscal -recurrente-

Solicita se revoque el fallo absolutorio y en su reemplazo se profiera uno de carácter condenatorio, con fundamento en lo siguiente:

Estima que el fallador no dio crédito al conjunto de las pruebas arrimadas -reconocimiento fotográfico, letra de cambio con un nombre ficticio, el uniforme o logotipo de la empresa “Claro”-, en la medida que CZG fue abordada para realizar el supuesto negocio por cuanto ya la conocía o era “amiga” de la denunciante
, pues con antelación había negociado otro celular.
Y es que la idea criminal se dio desde que la supuesta vendedora de “Claro”, sin serlo, utilizaba un carné con nombre falso o fingido, con el cual suscribió la letra de cambio que nunca podría ser exigible por utilizar un nombre inexistente, y utilizó unos correos electrónicos para simular un accidente y dilatar la entrega del dinero, y posteriormente amenazó a la víctima para no reintegrarle lo pagado.

El contrato celebrado se encontraba viciado desde ese momento, por cuanto la procesada sabía que no iba a suministrar ningún celular, y quedó demostrado que ocasionó un perjuicio económico, pero el juez no le dio suficiente valor probatorio a lo expuesto por la denunciante, como tampoco que le hubiera entregado una letra de cambio con un nombre errado.  Con dicho documento y tales datos, se creó una falsa expectativa de obtener un equipo celular del que se pagó el precio pactado, dinero que ingresó a las arcas de la procesada y la misma al fingir un accidente se negó de manera sistemática a su devolución.

2.4.- Debidamente sustentado el recurso, el funcionario de primer nivel lo concedió en el efecto suspensivo y dispuso la remisión de los registros pertinentes ante esta Corporación con el fin de desatar la alzada. 
3.- Para resolver, se considera
3.1.- Competencia

La tiene esta Colegiatura de conformidad con los factores objetivo, territorial y funcional a voces de los artículos 20, 34.1 y 179 de la Ley 906/04 -modificado este último por el artículo 91 de la Ley 1395 de 2010-, al haber sido oportunamente interpuesta y debidamente sustentada una apelación contra providencia susceptible de ese recurso y por una parte habilitada para hacerlo -en nuestro caso la Fiscalía-.

3.2.- Problema jurídico planteado
Se contrae básicamente a corroborar el grado de acierto de la providencia de primer grado en cuanto absolvió a la señora CZG por la conducta de estafa; o si, por el contrario, obran pruebas que determinan su responsabilidad en este caso, como lo pregona el fiscal recurrente. 

3.3.- Solución a la controversia

No se vislumbra, ni ha sido tema objeto de controversia, la existencia de algún vicio sustancial que pueda afectar las garantías fundamentales en cabeza de alguna de las partes e intervinientes, o que comprometa la estructura o ritualidad legalmente establecidas para este diligenciamiento, en desconocimiento del debido proceso protegido por el artículo 29 Superior.

Igualmente se avizora de entrada, que las pruebas fueron obtenidas en debida forma y las partes confrontadas tuvieron la oportunidad de conocerlas a plenitud en clara aplicación de los principios de oralidad, inmediación, publicidad, concentración y contradicción.

De conformidad con lo preceptuado por el artículo 381 de la Ley 906/04, para proferir una sentencia de condena es indispensable que al juzgador llegue el conocimiento más allá de toda duda, no solo respecto de la existencia de la conducta punible atribuida, sino también acerca de la responsabilidad de las personas involucradas, y que tengan soporte en las pruebas legal y oportunamente aportadas en el juicio.

Como se dijo, la razón que motiva el examen de la sentencia absolutoria dictada por el funcionario de primer grado a favor de la señora CZG, no es otra que determinar si en los hechos en los que al parecer fue víctima la señora YULIETH GAVIRIA LESCANO le asiste compromiso a la acusada, como lo indica la Fiscalía en su condición de sujeto recurrente; o si, como se extrae de lo plasmado por el a quo en el fallo confutado, el órgano persecutor no cumplió su cometido por cuanto la prueba arrimada fue insuficiente para demostrar no solo la ocurrencia del hecho sino también la responsabilidad de la procesada en el mismo.
Antes de ingresar en el estudio del presente asunto, debemos comenzar por señalar que desde antaño, la Sala de Casación Penal se ha pronunciado en torno a los elementos que agotan el punible de estafa. Véase como en la sentencia CSJ SP, 8 mar. 2017, Rad. 48279, se trajo a colación la providencia CSJ SP, 4 may. 2005, rad. 19139,  en la cual se citó una decisión del año 1972, donde se precisó:

“Es esencial para la comisión del delito de estafa que el provecho ilícito con el correspondiente perjuicio de otro sea obtenido por medio de artificios o engaños que induzcan a la víctima en el error. En reciente providencia la Corte ha precisado los siguientes elementos como estructurales del delito de estafa: “a) Despliegue de un artificio o engaño dirigido a suscitar error en la víctima; b) Error o juicio falso de quien sufre el engaño, determinado por el ardid; c) Obtención, por ese medio, de un provecho ilícito; d) Perjuicio correlativo de otro, y e) Sucesión causal entre el artificio o engaño y el error, y entre éste y el provecho injusto  que refluye en daño patrimonial ajeno”. Y, con relación al artificio y al engaño, expuso: “Son fenómenos equivalentes, expresivos en el fondo de la misma cosa. Consisten en todo medio habilidoso para transfigurar la verdad. Son sinónimos de astucia, doblez, ardid, trampa, artimaña o maquinación empleada para dar apariencia de verdad a la mentira. El artificio o el engaño, con el que se inicia toda estafa debe ser puesto en acción por el agente para inducir en error”. De otra parte: “La audacia del estafador debe ir dirigida a suscitar un error en la víctima. Ese es el fin subjetivo y directo del ardid. El error es un concepto equivocado o juicio falso. Ese es el efecto psicológico de la maquinación del agente y debe ser de tal naturaleza que determine al engañado a hacer la prestación patrimonial que se le pide, de tal modo que de no mediar el error no accediera a ella. Vale decir, el error debe ser determinante y esencial” (MESA VELÁSQUEZ, LUIS EDUARDO, “Delitos contra la Vida y la Integridad Personal y Delitos contra la Propiedad”. 1968, Editorial U. De Antioquia, Medellín, pág.167). Entonces, la inducción en error exige una serie de maquinaciones fraudulentas previas –cuando no se trata de aprovechar el anterior error ajeno- las cuales deben estar plenamente acreditadas. No puede hablarse de estafa en donde no se dé esa condición. Así como tampoco puede hablarse de este delito cuando con posterioridad a la obtención del bien patrimonial, surge el artificio o el engaño tendiente a otros fines”. CORTE SUPREMA DE JUSTICIA, Cas. feb. 22 de 1972. (Resaltado fuera del texto original).”
En decisión más reciente
 se reiteraron los mismos elementos del tipo, precisándose que éstos deben suceder en orden cronológico y guardando una secuencia causal inequívoca hasta la obtención del beneficio patrimonial así: (i) empleo de artificios y engaños sobre la víctima; (ii) que ésta incurra en un error como consecuencia directa de la maniobra engañosa; (iii) como efecto de la treta el afectado voluntariamente se desprenda de su patrimonio o de parte de éste y, (iv) quien desplegó el fraude, logre para sí o para otro, un beneficio económico. La ausencia de alguna de estas características impide la adecuación de un hecho concreto dentro del tipo penal de estafa. 

Valga resaltar que si los actos previos a la obtención del provecho patrimonial no conducen de manera incuestionable y concatenada, uno al otro, o se presentan en un orden distinto al relacionado, o la cadena causal se rompe, trastoca o invierte no podrá hablarse del delito de estafa
” –negrillas y subrayado excluidos-
De la anterior cita jurisprudencial se advierte con meridiana claridad, que de faltar alguno de los elementos aludidos no puede considerar que la conducta de estafa existió.

En el caso objeto de estudio y de la información aportada por la joven YULIETH GAVIRIA LESCANO, se advierte que tanto ella como su novio ALEJANDRO PÉREZ SALDARRIAGA
 fueron contactados por la señora MARÍA CAROLINA OCHOA ZAPATA -posteriormente identificada como CZG-, a quien conocieron por intermedio del padre de la afectada toda vez que en el sector donde este vive ya había vendido un celular
, y a la cual identificaron como empleada de la empresa de telefonía celular “Claro”, por cuanto en la mayoría de ocasiones que la vieron vestía una camiseta roja de “Claro”, un pantalón negro y carné de dicha compañía, quien les ofreció un paquete empresarial y dos equipos celulares nuevos -Iphone y LG-, por la suma de $1’583.000.oo.
No obstante la desconfianza que en principio le generó la acusada a la joven  GAVIRIA LESCANO, por cuanto dicha persona acudía directamente a la empresa donde ella y su novio trabajaban, les expresó que estaba autorizada para efectuar tal labor, y como portaba un celular con un programa que solo lo manejan quienes laboran para “Claro”, empezaron a creer en sus manifestaciones.
Fue así como accedieron a adquirir un plan empresarial y en enero 05 de 2016 fueron citados por CZG al centro Comercial “Estación Central” donde funciona la sede principal de “Claro”. Pero como esta no se encontraba en dicha oficina -al parecer había salido-, decidieron esperarla en la cafetería del lugar, sitio al que posteriormente llegó la mencionada y en ese mismo lugar de “manera verbal” concretaron el negocio, para lo cual le hicieron entrega de la suma acordada, y la procesada, como así lo refirió la testigo, les aportó un “recibito” por cuanto dentro de los dos días siguientes les suministraría los celulares. Tal reunión al parecer fue grabada en un teléfono celular por parte del señor ALEJANDRO PÉREZ, pero sin allegarse al juicio.
Luego de lo anterior, lo que sobrevino fueron diversas excusas por parte de la citada CZG para cumplir lo ofertado -que los celulares no se hallaban en Pereira; que los paquetes que solicitó no habían llegado; o que había sido víctima de un accidente de tránsito-, sin que a la final les hiciera entrega de los equipos ni la devolución del dinero. Y, a raíz de las publicaciones que efectuó YULIETH GAVIRIA en las redes sociales, fue víctima de amenazas por parte de la acusada, lo que también fue objeto de denuncia, según así lo señaló.

Si bien es cierto se indica por parte de la denunciante YULIETH GAVIRIA, que realizó una negociación de un plan empresarial con dos equipos celulares nuevos con la señora CZG, por cuanto la misma se identificó como empleada de “Claro”, la realidad procesal enseña que de las pruebas allegadas a juicio oral faltó más rigor investigativo por parte del ente persecutor, porque no se acreditó que la procesada tuviera o no algún vínculo de carácter laboral con la mencionada empresa, como tampoco que hubiera sido en verdad la persona que suscribió una letra de cambio, en tanto tal actividad, como así lo dijo la afectada, fue adelantada en presencia de su excuñado -de nombre ANDRÉS-, quien tampoco fue llamado a declarar al juicio para corroborar tal circunstancia.

Y es que en el ambiente quedó la duda de si en efecto la señora CZG fue o no empleada de “Claro”, pues al decir de la víctima, la misma siempre usaba una camiseta con logo y un carné de la referida compañía, aunque con un nombre distinto al suyo, lo cual al parecer fue parte de su ardid y lo que motivó a los afectados a creer en sus dichos. No podía la Fiscalía simplemente acudir a la libertad probatoria para establecer que la acusada carecía de vínculo con tal empresa de telefonía celular por identificarse con un nombre distinto, amén de lo expuesto por la víctima, en tanto le correspondía establecer tal aspecto con la referida empresa, pero desafortunadamente ninguna labor investigativa se adelantó a ese respecto.
No obstante que en este asunto la afectada realizó reconocimiento fotográfico de la acusada y aportó una letra de cambio que al parecer suscribió la misma como garantía de pago, pero con un nombre diferente al que en realidad le corresponde -lo que por supuesto imposibilita su cobro jurídico-, las referidas circunstancias por sí solas no permiten soportar responsabilidad penal en la persona de CZG, como quiera que no militan en la actuación pruebas que lleven a establecer, sin dubitación alguna, que en efecto la antes mencionada incurrió en la conducta de estafa. Y aunque no se puede desconocer la actividad que desplegó la afectada con el fin de obtener datos e información relevante que pudiera comprometer a la acusada, a cuyo efecto allegó copia de chats de whatsapp y algunas fotografías que descargó de una página de facebook, ello tampoco fue suficiente para lograr tal objetivo, máxime que esa labor no se cumplió conforme los parámetros legales.
Nótese que las imágenes que logró obtener de la acusada CZG lo fueron de un perfil público de facebook, lo que facilitó acceder a su contenido, y lograr incluso la descarga de fotografías allí insertas, pero se desconocen datos que permitan identificar con certeza que el mismo le pertenecía a la aquí procesada. Así mismo y en cuanto al contenido de las conversaciones por whatsapp, por tratarse de un medio privado en cuanto dichas conversaciones cuentan con un sistema de cifrado de extremo a extremo que garantiza que solo las personas participantes pueden tener acceso al mismo, de modo que si bien podría eventualmente ser aportado al proceso, tales probanzas deben ser recopiladas por personal idóneo por cuanto para que una prueba de tal naturaleza pueda tener validez probatoria debe existir certeza acerca de quién o quiénes intervinieron en su realización, y específicamente quién fue el autor del mensaje con miras a demostrar la originalidad de su contenido, así como su integralidad, esto es, que carece de alteración alguna, tal cual lo plasman los artículos 8° y 9° de  la Ley 527/99
.
En este caso, y aunque de los pantallazos de whatsapp allegados se advierte información relativa a la presunta negociación de unos equipos celulares, no obra dato alguno que permita establecer, sin dubitación alguna, como corresponde, que la referida conversación fue sostenida con la aquí procesada, máxime que no se aprecian números telefónicos desde los cuales se generaron, dirección IP, fecha y hora de su generación; todo lo cual, como en efecto lo señaló el a quo, debió ser objeto de corroboración por parte de un perito forense, aspecto sustancial que omitió el órgano persecutor.
Mucho menos acreditó la Fiscalía lo relativo a la presunta apropiación del dinero por la compra del plan empresarial –contrato que se efectuó de manera verbal, por cuanto ningún documento se allegó acerca de ese particular-, pues no obstante indicar la víctima que en enero 05 de 2016 le hicieron entrega a la señora CZG de la suma de $1’583.000.oo -lo cual se realizó en una cafetería cercana a la sede de “Claro” en el centro Comercial “Estación Central”-, como soporte de ello la acusada solo les aportó un “papelito”. Y pese a la presunta existencia de una grabación que desde su teléfono móvil hizo el señor ALEJANDRO PÉREZ SALDARRIAGA, nada de ello se incorporó a la actuación, evidenciándose incluso que este último, quien al parecer igualmente fue afectado, desistió de continuar con el trámite, tal cual así se lo notificó telefónicamente al fiscal durante el desarrollo del juicio, y en consecuencia se negó a asistir.
Causa desde luego curiosidad, que aunque la señora YULIETH GAVIRIA y su novio -para esa época- pretendieran obtener un plan empresarial con dos celulares, creyeran que solo bastaba con el suministro de estos, cuando es bien sabido que debe suscribirse el respectivo contrato de telefonía móvil, ya que dicho servicio, a diferencia de un plan “prepago”, exige el lleno de unos requisitos para su aprobación al generarse un cobro mensual, como situación que incluso lleva a pensar que los afectados no actuaron con la debida diligencia para optar por la adquisición del referido plan celular, pues nótese que aunque en principio la joven YULIETH GAVIRIA mostró su desconfianza, ninguna labor realizó con el fin de verificar si lo ofrecido en verdad correspondía a la realidad, y simplemente se confiaron en que la mencionada acusada era amiga de su papá y que había vendido con antelación en el sector donde este reside otro celular, aunque posteriormente se enteró que este se encontraba “reportado” -o que tenía irregularidades que impedían su uso-. 
Si bien no se le puede reprochar a las víctimas el no uso de mecanismos de autoprotección o autotutela en orden a evitar el presunto menoscabo a su patrimonio económico -los mismos podrían haber acudido a la empresa “Claro” para verificar si la señora CZG laboraba allí, si estaba autorizada para visitar compañías para ofrecer planes empresariales, o si el valor que les cobraba por los celulares que pretendían adquirir era en efecto el dispuesto para tal paquete-, por cuanto la actual jurisprudencia ha reiterado que constituye un equívoco introducir al tipo penal de estafa acciones indiligentes o negligentes, al no ser propias de su naturaleza descriptiva
. Lo que acá salta a la vista es que faltó mayor contundencia por parte del órgano persecutor en las labores investigativas, en tanto solo le bastaron las manifestaciones esgrimidas por la afectada YULIETH GAVIRIA, sin ahondar en otras circunstancias que hubieran permitido corroborar y acreditar la real comisión del supuesto injusto.

Mírese incluso que aunque la víctima adujo que al parecer a raíz de las publicaciones que efectuó en redes sociales, lo que motivó amenazas en su contra, aparecieron muchas otras personas presuntamente afectadas por el accionar de la citada CZG, pero lamentablemente la Fiscalía nada estableció a ese respecto.

Como quiera entonces que la prueba arrimada al juicio oral, no permite determinar más allá de toda duda razonable la existencia de la conducta punible, ni mucho menos la responsabilidad que le asiste a la acusada, no le queda a la Sala alternativa diferente a la de acompañar la decisión absolutoria proferida por el funcionario de primer nivel.

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira (Rda.), Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, CONFIRMA la sentencia absolutoria proferida por el Juzgado Segundo Penal Municipal con función de conocimiento de Pereira (Rda.) a favor de la señora CZG.

Esta sentencia queda notificada en estrados y contra ella procede el recurso extraordinario de casación que de interponerse debe hacerse dentro del término legal.

Los Magistrados, 

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

        JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

La Secretaria de la Sala,

ADRIANA JULIA CATAÑO LÓPEZ
� Considera la Sala que el delegado fiscal está confundido en esta aseveración, como quiera que la procesada no es amiga o conocida de la denunciante, sino del padre de ésta; y además, no fue la víctima quien abordó a la procesada, sino al contrario, como quiera que fue ésta quien los visitaba en la empresa.  


� CSJ SP 125 oct. 2012, rad. 27460.


� CSJ SP, 8 jun. 2006. rad. 24729.


� Dicho ciudadano no compareció a juicio pese a ser ubicado y contactado par tal efecto, quien le manifesto al fiscal del caso que no era su deseo continuar con este trámite y que “desistía”.


� Con posterioridad se enteraron que tal celular había sido reportado.


� Por medio de la cual se define y reglamenta el acceso y uso de los mensajes de datos, del comercio electrónico y de las firmas digitales, y se establecen las entidades de certificación y se dictan otras disposiciones.


� CSJ SP, 13 jul. 2016, Rad. 42548.
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